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SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
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                                                               Aprobado por Acta No.  132

                                                               Hora: 5 pm 

Corresponde desatar el recurso de apelación interpuesto por el procesado ROGELIO COLORADO CARDONA contra la sentencia anticipada proferida por el Juez Promiscuo del Circuito de La Virginia el día seis (6) de diciembre de 2004 mediante la cual fue condenado a la pena de treinta y dos (32) meses de prisión y multa por valor de $477.333.34 a propósito del ilícito de tráfico de estupefacientes. 

1.- PRECEDENTES 

1.1. El siete (7) de noviembre de 2004, en la vía que de La Virginia conduce a Balboa, fue capturado el señor COLORADO CARDONA cuando llevaba consigo marihuana y derivado de cocaína. 
1.2. Ante la Fiscalía Veintiocho Seccional el procesado acudió para la terminación anormal del proceso. Le fueron imputados cargos por Tráfico de Estupefacientes (artículo 376.2 C.P.).

1.3. Al llegar a su despacho el documental procesal, el señor Juez consideró acreditada la materialidad del ilícito con base en los informes periciales (3 gramos de marihuana y 2.2. gramos de derivado de cocaína) y la responsabilidad del procesado. Impuso el mínimo de la pena, es decir, cuarenta y ocho (48) meses de prisión y multa por el equivalente a dos (2) salarios mínimos, cifras que reducidas en la tercera parte (por la sentencia anticipada) quedaron en treinta y dos (32) meses de prisión y multa por valor de $477.333.34. Debido a la ausencia de antecedentes penales concedió la suspensión condicional de la pena.   
1.4. Inconforme con la decisión, el señor COLORADO CARDONA acude ante la Sala para que se le exonere de la multa o para que se le rebaje su monto, como quiera que es un hombre de escasos recursos económicos. 
2.- Para resolver, SE CONSIDERA 

El Juez de instancia decidió imponer el mínimo de la pena señalada en la ley. No obstante la claridad de la sanción fijada, procede el incriminado en ejercicio del principio de la doble instancia, a solicitar la exoneración de la sanción pecuniaria, habida cuenta de las múltiples dificultades económicas por las que atraviesa. 

Sobre el particular, es importante estudiar el sentido de la multa, sus clases y características para determinar la viabilidad del petitum. Veamos:

Es claro que la multa, al igual que la pena privativa de la libertad (prisión) es una pena principal, de ahí que no puede el juzgador de turno manipularla, sino bajo los estrictos parámetros establecidos por el sistema punitivo. Así las cosas, sin ninguna hesitación se puede decir que si se comete una conducta delictiva y se cumplen a satisfacción los demás requisitos de antijuridicidad y culpabilidad, el resultado no puede ser otro que la pena debidamente dosificada, la cual, una vez ejecutoriada la providencia, no admite eliminación
, ni siquiera en tratándose de la multa (por el principio de legalidad).

Situación diferente sucede con otras obligaciones de índole patrimonial derivadas del proceso penal, como por ejemplo la caución prendaria, que según la jurisprudencia
 puede rebajarse e incluso condonarse ante la demostración de insolvencia económica. Similar análisis acontece con otro tipo de multa diferente a la principal, y es el caso de la que se fija por parte de los funcionarios judiciales durante la actuación procesal (vg. por faltas disciplinarias, o por incumplimiento injustificado a las obligaciones procesales, etc), este tipo de multa tiene una connotación distinta a la anterior, toda vez que por no ser tasada legal sino judicialmente, el artículo 371 del Código de Procedimiento Penal faculta al Juez o al Fiscal para disminuirla o, inclusive, para prescindir de ella cuando las condiciones económicas del sindicado así lo indiquen consecuente; eso sí, mediante resolución motivada. 

Lo anterior enseña entonces, que cuando se trata de la multa como pena principal, el juez no puede dejar de imponerla, ni siquiera mediando la excusa de las penurias económicas como en este caso.

Queda claro entonces en el presente caso, que no se puede eliminar la pena de multa que le fuera impuesta al incriminado en primera instancia (y mucho menos modificarla, toda vez que se partió del mínimo), empero, el estatuto punitivo contempla la posibilidad de sufragar dicha suma a través de amortizaciones a plazos, lo que le permitiría al señor COLORADO CARDONA cancelar la multa en un veinticuatro (24) cuotas si así lo quiere (artículo 39.6 C.P.); o mediante trabajo según el interés y la conveniencia para el sentenciado (artículo 39.7 ibídem). 

Dado que la petición del condenado no es procedente, la Sala confirmará la decisión de primera instancia. 

3.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia y que ha sido objeto de revisión.

Por secretaría adviértasele al sentenciado que puede acudir al Juez de instancia (en su calidad de ejecutor de la sentencia) para acordar la forma en la que se va a saldar la multa. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                             VICENTE RODRÍGUEZ FEO

       Magistrado 




            Magistrado 

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ                                 CRUZ ELENA GONZÁLEZ LOPEZ

        Magistrado   



               Secretaria de la Sala
� A menos que una ley posterior así lo indique, o que sea declarada inexequible la norma incriminadora. 


� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Auto de Agosto 1 de 2002. M.P. Fernando E. Arboleda Ripoll.


�  Diferente al sistema español (que en buena parte sirvió de referente a nuestra codificación, tanto en lo de las multas como en los arrestos de fin de semana en caso de incumplimiento) en donde los artículos 51 y 53.4 del código penal establecen que la multa se puede eliminar cuando medie una medida sustitutiva de insolvencia.
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